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 Pasados casi 30 años de la 
última recomendación de la OIT 
sobre formación profesional, la 92ª 
Conferencia Internacional del Trabajo 
aprobó y adoptó, en junio de 2004, 
un nuevo instrumento sobre el tema. 
La Recomendación 195 sobre el 
desarrollo de los recursos humanos: 
educación, formación y aprendizaje 
permanente vino a actualizar, 
así, las orientaciones de políticas 
dirigidas a los Estados Miembros de 
la Organización, incorporando las 
cuestiones actuales que atraviesan el 
campo de la formación profesional 
hoy como resultado de los profundos 

Trabajo a lo largo del último siglo 
permite observar la multiplicidad de 
aspectos y relaciones involucrados 
en el tratamiento del tema. De ese 
amplio espectro de cuestiones, 
algunas adquieren relevancia por su 
actualidad y otras por su permanencia 
como elementos vertebrales de 
las discusiones de las sucesivas 
Conferencias. Entre las primeras, 
podríamos mencionar la introducción 
del enfoque de competencias laborales 
y la tendencia a la diversificación de 
los prestadores de formación. Entre 
las segundas, la vigencia del diálogo 
social y del principio de igualdad de 
oportunidades en la formulación de 
políticas de formación.

Como resulta imposible, en este 
caso, realizar un balance exhaustivo 
de todas esas cuestiones, nos 
proponemos examinar, a continuación, 
cuatro temas cuya importancia se 
manifiesta, de maneras diferentes, en 
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cambios que marcaron el mundo del 
trabajo en las últimas décadas. 

Sin embargo, esta actualización 
no se realiza en el vacío. La 
Recomendación 195 se inscribe en el 
marco de una histórica preocupación 
de la OIT por la formación profesional, 
de la cual son testimonio las 11 
recomendaciones y un convenio2 
que, a lo largo de su historia, se 
ocuparon directamente sobre el 
tema. Por ello, la adopción de una 
nueva recomendación al respecto 
nos ofrece una excelente excusa 
para realizar un análisis retrospectivo, 
aunque preliminar, sobre la actuación 
de la OIT en este campo, a partir 
de la revisión de sus instrumentos 
más importantes llegando hasta el 
momento actual.

Un breve recorrido por las 
recomendaciones sobre formación 
profesional elaboradas por las 
Conferencias Internacionales del 
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los debates actuales. En primer lugar, 
trataremos la cuestión de las diferentes 
denominaciones comprendidas bajo 
el rótulo más amplio de “formación”, 
considerando la variación histórica 
de sus significados, a partir de 
las definiciones contenidas en 
las sucesivas recomendaciones 
elaboradas por la OIT. Los diversos 
conceptos utilizados en los títulos 
y en el propio cuerpo de las 
recomendaciones nos habilitan a 
pensar que no se trata de una cuestión 
menor. 

En segundo lugar, examinaremos 
la introducción del enfoque de 
competencias laborales y sus 
consecuencias para la formación 
profesional. Por tratarse de un tema 
incorporado sólo recientemente a 
las recomendaciones elaboradas 
por la Conferencia, y que ha 
suscitado importantes debates en 
medios laborales y académicos, 
creemos importante realizar algunas 
observaciones sobre las orientaciones 
propuestas.  

En tercer lugar, analizaremos las 
relaciones entre formación profesional 
y políticas de empleo recurriendo, una 
vez más, a la perspectiva histórica para 
relevar la evolución de dicha relación 
en los citados instrumentos. La 
articulación entre ambos elementos, 
a pesar de antigua, continúa siendo 
redefi nida y actualizada, sobre todo 
frente a la concepción, popularmente 
difundida, de que la falta de formación 
es una de las principales causas del 
desempleo.

Finalmente, abordaremos la 
evolución de las propuestas de 
aplicación del principio de igualdad 
de oportunidades a las orientaciones 
para la defi nición de políticas de 
formación. En tanto principio vertebral 
de la actuación de la OIT a lo largo 
de su historia, su incorporación y 
sucesivas ampliaciones de signifi cado 
en el marco de dichas políticas 
ofrece una buena muestra de los 
avances alcanzados en la elaboración 
concertada de normas internacionales 
del trabajo.  

A. LAS MÚLTIPLES CARAS DE LA 
FORMACIÓN PROFESIONAL. RECURSOS 
HUMANOS: EDUCACIÓN, FORMACIÓN O 
APRENDIZAJE PERMANENTE?

A pesar del consenso, casi de 
sentido común, que parece existir 
en torno a la expresión “formación 
profesional”, una reflexión más 
cuidadosa nos muestra enseguida que 
se trata de un concepto “ambiguo y 
difuso”3.  Como señala, oportunamente, 
Hugo Barreto Ghione, “...en 
diferentes contextos geográfi cos y 
temporales, formación profesional 
aparece con signifi cados no siempre 
coincidentes, comprendiendo tipos 
y modalidades también diversas”4. 
Por eso, el carácter polisémico 
del término y su historicidad son 
elementos fundamentales que 
deben ser tomados en cuenta a la 
hora de un análisis más riguroso 
sobre el tema. 

Sin intentar agotar la discusión 
conceptual, nos interesa, en este 
caso, retomar las definiciones 
construidas al respecto en el 
propio seno de la OIT. En ese 
sentido, y de forma coincidente 
con lo señalado anteriormente, una 
revisión diacrónica de los conceptos 
y definiciones contenidos en 
los instrumentos elaborados por 
las Conferencias, nos dan una 
idea bastante acertada sobre esa 
mutabilidad histórica y sobre 
las diferentes designaciones y 
signifi cados atribuidos a lo que 
genéricamente denominamos como 
“formación”. No se trata sólo de 
una cuestión de nombres, sino 
de concepciones acerca de lo que 
signifi ca “formar para el trabajo”.

De una manera general, cada 
recomendación incluye, entre sus 
primeros párrafos, una defi nición de 
aquello que constituye su objeto. 
En el caso de las recomendaciones 
sobre formación profesional no 
es diferente. Así, una primera 
constatación que se desprende 
del análisis inicial del conjunto de 
esas defi niciones es que, a través 
de los sucesivos instrumentos, 

la formación profesional fue 
extendiendo progresivamente su 
alcance. Desde “los modos de adquirir 
o desarrollar los conocimientos 
técnicos y profesionales” (Rec. 57)5 
hasta “todas las actividades de 
aprendizaje realizadas a lo largo de 
la vida” (Rec. 195)6 es posible advertir 
sucesivas ampliaciones sobre las 
actividades efectivamente incluidas 
en dicho concepto.
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Así como las actividades, los 
lugares de la formación también se 
fueron ampliando: desde la dicotomía 
escuela/lugar de trabajo, planteada 
en su primera defi nición de 1939, 
hasta el mundo como lugar del 
aprendizaje, subsumido en la noción 
de competencias, la extensión aparece 
de forma clara.

De hecho, la “ formación 
profesional” fue siendo progre- 
sivamente conceptualizada como una 
parte específi ca de la “formación”, 
sin califi cativos, articulada cada vez 
más a la educación y al aprendizaje 
permanente. 

Una segunda consideración posible 
es el aparente quiebre conceptual 
observado entre la Recomendación 
117 de 19627 y la Recomendación 
150 de 19758 con la substitución, 
por lo menos parcial, del concepto 
de formación profesional por otro 
que se pretende más inclusivo, el de 
“desarrollo de los recursos humanos”. 
Decimos que esa substitución es 
parcial porque, a pesar de que 
el nombre de la recomendación 
apunta a los “recursos humanos”, la 
defi nición contenida en el cuerpo del 
texto es, todavía, la de “formación y 
orientación profesionales”, aunque 
considerando ambos elementos de 
forma articulada. 

De esta manera, tal vez el 
verdadero quiebre lo introduzca la 
Recomendación 1959 al referirse a 
la “formación” de una forma más 
general, sobreentendiendo en ella 
su carácter profesionalizante. Así, se 
habla de “aprendizaje permanente”, 
“competencias”, “cualificaciones” 
y “empleabilidad”, a partir del 
entendimiento de que todo y 
cualquier proceso de formación, 
en el sentido integral de la palabra, 
incluye lo que convencionalmente se 
dió en llamar de “formación para el 
trabajo”. Sin embargo, su título aún 
hace referencia al “desarrollo de los 
recursos humanos”.

Como fuera anteriormente 
señalado, el problema de los “nombres” 
no es una cuestión menor: desde el 
punto de vista político y pedagógico 

el lugar de trabajo” lo habilita, en 
principio, a integrarse al proceso 
productivo.11 

En 1950, la defi nición de formación 
profesional incorpora a lo anterior 
la idea de adquisición o desarrollo 
de “capacidades"12, o sea, no sólo 
reconoce la existencia de un “saber 
en acto”, de un saber para hacer, 
sino que entiende que este “saber 
hacer” es, en el caso de la formación 
para el trabajo, necesariamente 
complementario del saber técnico. 
Por otro lado, este “saber hacer” 
incluye no sólo procedimientos sino 
también comportamientos. Cabe 
recordar que la Recomendación de 
195013 se refería, particularmente, 
a la formación profesional de los 
adultos, muchos de los cuales, más 
que formación, deberían pasar por un 
proceso de reeducación/readaptación 
profesional.

Doce  años  de spué s ,  l a 
Recomendación 117 (1962) determina 
que la “formación” (sin adjetivos) 
es un “medio para desarrollar las 
aptitudes profesionales (...) y de 
hacer uso de sus capacidades”.14 
En este caso, el saber pasa a ser, 
defi nitivamente, un saber en acto, 
donde las disposiciones (naturales 
o adquiridas) de las personas deben 
ser perfeccionadas, a través de una 
intervención pedagógica, para su 
utilización en el mundo productivo. 

Según la defi nición de 1975, 

la orientación y la formación tienen 
por objeto descubrir y desarrollar las 
aptitudes humanas para una vida activa 
productiva y satisfactoria y, en unión 
con las diferentes formas de educación, 
mejorar las aptitudes individuales para 
comprender individual o colectivamente 
cuanto concierne a las condiciones 
de trabajo y al medio social, e infl uir 
sobre ellos.15 

Un abordaje articulado de la 
orientación y formación profesional 
incorpora, claramente, en esta 
defi nición, la idea de descubrimiento 
de disposiciones innatas o “naturales” 
para determinados tipos de activi-

cada concepto utilizado y cada 
defi nición elaborada implica, por lo 
menos, una determinada concepción 
sobre el proceso de aprendizaje (de 
sus formas y contenidos) y sobre 
el sujeto que aprende. Así, en la 
defi nición de 1939,10 la formación 
profesional refi ere a los “modos de 
adquirir o desarrollar conocimientos 
técnicos y profesionales”, o sea, 
presupone un sujeto que obtiene desde 
afuera (“adquiere”) y perfecciona 
(“desarrolla”) sus saberes sobre 
los procedimientos del proceso 
de trabajo. La posesión de esos 
saberes, adquiridos y desarrollados 
indistintamente “en la escuela o en 

... el saber 
pasa a ser, 

defi nitivamente, 
un saber en 

acto, donde las 
disposiciones 
(naturales o 

adquiridas) de 
las personas 
deben ser 

perfeccionadas, 
a través de una 
intervención 

pedagógica, para 
su utilización 
en el mundo 
productivo. 
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dades que, una vez 
advertidas, deberían 
pasar por un proceso 
de perfeccionami-
ento. Hasta aquí no 
hace sino reforzar 
los componentes 
presentes en defini-
ciones anteriores. 

Pero esta defi-
nición también in-
troduce una pre-
ocupación nueva, 
la de propiciar un 
entendimiento glo-
bal del proceso de 
trabajo, no sólo en 
lo que respecta a 
los procedimientos 
y comportamientos 
inherentes a las acti- 

vidades por desarrollar (de y por 
cada trabajador) sino también a la 
comprensión (individual y colectiva) 
del contexto social que da sentido a 
las mismas. Por ello, no es casual que 
la Recomendación 150 haya sido la 
primera a incluir en su articulado la 
orientación, para los Estados Miem-
bros, de “crear condiciones que per-
mitan a los trabajadores completar su 
formación profesional mediante una 
educación sindical impartida por sus 
organizaciones representativas”.16 
En este caso, la formación apunta a 
la preparación del trabajador como 
ejecutor de tareas pero también como 
actor social con capacidad de inter-
venir, desde un punto de vista más 
general (y, por lo tanto, más político), 
en el proceso productivo. La impor-
tancia de este elemento no es menor, 
si se apuesta a las potencialidades 
del diálogo social y la negociación 
colectiva como mecanismos para la 
formulación de políticas y programas, 
no sólo de formación, sino de fomento 
del trabajo y del empleo. 

Ya la reciente Recomendación 
195 (2004) parte de una definición 
más abarcativa, la de “aprendizaje 
permanente”, entendido como 
el conjunto de “actividades de 
aprendizaje realizadas a lo largo 
de la vida con el fin de desarrollar 

competencias y cualificaciones”.17 
Complementariamente, define el 
término “competencias” como 
“los conocimientos, las aptitudes 
profesionales y el saber hacer 
que se dominan y aplican en un 
contexto específico”18 y el término 
“cualificaciones” como “la expresión 
formal de las habilidades profesionales 
del trabajador, reconocidas en los 
planos internacional, nacional o 
sectorial”. Así, las “competencias” 
retoman el énfasis de la formación 
en el saber en acto que, como vimos, 
se refiere tanto a disposiciones 
innatas como adquiridas e incluye 
tan to procedimientos  como 
comportamientos que se aplican en un 
“contexto específico”. Pero introduce 
la idea de su reconocimiento social 
formal y abarcativo en los diversos 
contextos geográficos y productivos. 
Tal vez, esta complementariedad 
conceptual  sea una de las 
innovaciones más interesantes de la 
nueva recomendación. 

La convivencia de los conceptos 
de “cualificación” y “competencias” 
es, contrariamente a lo que suele 
pensarse, más novedosa por el lado 
de las “cualificaciones” que por el de 
las “competencias”. La importancia 
del saber en acto, que ya estaba 
implícita en anteriores definiciones de 
la OIT sobre formación profesional, 
siempre fue reconocida, aunque 
informalmente, en el mundo del 
trabajo. Lo que se modificó, en los 
últimos tiempos, fue la forma de 
“hablar sobre el asunto”, la manera de 
describir el perfil del trabajador19. En 
ese sentido, durante los últimos años 
fue desarrollado un intenso trabajo 
de conceptualización al respecto20 
que ha sacado a la luz algo que, por 
obvio, no resultaba evidente o estaba 
negado: que el proceso de trabajo 
involucra a la persona como un todo y 
no sólo a sus capacidades institucional 
o socialmente reconocidas.

El abordaje de competencias 
recupera la “calificación real del 
trabajador”, definida por Neise 
Deluiz como “um conjunto de 
competências e habilidades, saberes e 

conhecimentos, que provêm de várias 
instâncias, tais como, da formação 
geral (conhecimento científico), da 
formação profissional (conhecimento 
técnico) e da experiência de trabalho 
e social (qualificações tácitas)”21. Así, 
las calificaciones tácitas, aquellas 
socialmente no reconocidas o no 
valorizadas en la organización del 
trabajo (o simplemente no certificadas), 
pasan a formar parte, ahora, de las 
competencias formalmente exigidas 
del trabajador. 

Como señalan Carrillo e Iranzo, 
“un problema central del enfoque de 
la competencia laboral es que va más 
allá de la empresa y requiere toda una 
institucionalización del sistema”.22 
Esa institucionalización involucra, 
por lo menos, a las empresas, a los 
sistemas de formación, a los gobiernos 
y a los propios trabajadores. Por eso, la 
cuestión hoy es cómo transformar las 
competencias en cualificaciones, o sea, 
cómo definir y establecer mecanismos 
lo suficientemente amplios de 
certificación de competencias. 

La Recomendación 195 aborda esta 
cuestión, promoviendo la creación de 
dichos mecanismos, a través de las 
orientaciones incluidas en el título 
VI: “Marco para el reconocimiento 
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y la certifi cación de las aptitudes 
profesionales”.23 Allí, se sugiere a 
los Estados Miembros la adopción 
de medidas para “promover el 
desarrollo, la aplicación y el 
fi nanciamiento de un mecanismo 
transparente de evaluación, 
certifi cación y reconocimiento 
de las aptitudes profesionales 
(...) independientemente de 
que se hubiesen adquirido de 
manera formal y no formal”.24 
Para ello, deberán promoverse 
mecanismos de evaluación objetivos, 
no discriminatorios y vinculados a 
normas, en el contexto de un marco 
nacional de cualifi caciones. Ese marco 
nacional “debería incluir un sistema de 
certifi cación confi able, que garantice 
que las aptitudes profesionales sean 
transferibles y reconocidas por los 
sectores, las industrias, las empresas 
y las instituciones educativas”.25 

Para garantizar la transparencia 
del proceso de certifi cación y la 
transferibilidad de las competencias 
será necesaria la colaboración de 
todos los sectores involucrados en 
el marco de un proceso de diálogo 
social, con amplia participación 
de los interlocutores sociales en 
la elaboración y el control de los 
mecanismos pertinentes. 

Si este diálogo es necesario en 
el plano nacional, tanto más deberá 
serlo en el plano internacional 
para hacer posible la orientación 
contenida en el artículo 12 de la 
citada recomendación que propone 
“garantizar el reconocimiento y 
la certificación de las aptitudes 
profesionales y las cualifi caciones 
de los trabajadores migrantes”.26 
Elemento fundamental en momentos 
que se profundizan los procesos de 
integración supra-nacional de carácter 
regional y se agudizan los fl ujos 
migratorios de ciertas regiones. 

A pesar de la diversidad de 
designaciones y de la ampliación 
progresiva de sus definiciones, 
podemos encontrar una línea de 
continuidad entre las recomendaciones 
examinadas sobre lo que signifi ca 
“formar para el trabajo”. Esa línea 

expresa, en todo caso, una extensión 
del reconocimiento de los saberes 
puestos en juego por el trabajador 
en el proceso de trabajo, que no está 
exenta de confl ictos, como veremos 
a seguir.

B. FORMACIÓN, COMPETENCIAS Y 
EMPLEABILIDAD (UN PROBLEMA DE 
RESPONSABILIDADES?)

El desarrollo de las competencias, 
junto con la promoción del trabajo 
decente, la conservación del empleo, 
la inclusión social y la reducción 
de la pobreza, son elementos que 
constituyen, según la Recomendación 
195, uno de los objetivos de las 
políticas de desarrollo de los recursos 
humanos, de educación, de formación 
y de aprendizaje permanente a ser 
defi nidas por los Estados Miembros. 
Para ello, los países deberían: 

a) promover, con la participación 
de los interlocutores sociales, la 
identifi cación perma- nente de las 
tendencias en materia de competencias 
que necesitan las personas, las 
empresas, la economía y la sociedad 
en su conjunto;

b) reconocer el papel que los 
interlocutores sociales, las empresas 
y los trabajadores desempeñan en la 
formación;

c) apoyar las iniciativas de los 
interlocutores sociales en el ámbito 
de la formación, a través del diálogo 

bipartito, incluida la 
negociación colectiva;

d) prever medidas 
concretas que estimulen las inversiones 
y la participación en la formación;

e) reconocer el aprendizaje en el 
lugar de trabajo, tanto formal como no 
formal, y la experiencia laboral;

f) promover el desarrollo del 
aprendizaje y la formación en el lugar 
de trabajo mediante:

i) la adopción de prácticas laborales 
califi cantes y de excelencia, que 
mejoren las aptitudes profesionales;

ii) la organización de actividades 
de formación en el trabajo y fuera de 
él, conjuntamente con prestadores 
públicos y privados de servicios de 
formación, que permitan aprovechar 
mejor las tecnologías de la información 
y la comunicación, y

iii) la utilización de nuevas 
modalidades de adquisición de 
conocimientos, junto con políticas 
y medidas sociales apropiadas 
que faciliten la participación en la 
formación;

g) instar a los empleadores 
públicos y privados a adoptar buenas 
prácticas en materia de desarrollo de 
los recursos humanos;

h) desarrollar estrategias, medidas 
y programas en materia de igualdad 
de oportunidades a fi n de promover 
y poner en práctica actividades de 
formación para las mujeres, grupos 

y la certifi cación de las aptitudes 
 Allí, se sugiere a 

los Estados Miembros la adopción 
“promover el 

24
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expresa, en todo caso, una extensión 
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específicos, sectores económicos y 
personas con necesidades especiales, 
con el objetivo de reducir las 
desigualdades;

i )  f omen t a r  pa r a  t odos 
los trabajadores la igualdad de 
oportunidades y el acceso a 
la orientación profesional y al 
perfeccionamiento de sus aptitudes 
profesionales, y apoyar la reconversión 
profesional de los trabajadores 
que corren el riesgo de perder su 
empleo;

j)  invi tar a las empresas 
multinacionales a que proporcionen 
a sus trabajadores de todas las 
categorías, tanto en los países de 
origen como en los de acogida, 
una formación que responda a 
las necesidades de las empresas y 
contribuya al desarrollo del país;

k) promover el desarrollo de 
políticas y oportunidades de formación 
equitativas para todos los trabajadores 
del sector público, reconociendo 
el papel que desempeñan los 
interlocutores sociales en dicho 
sector, y 

l) promover políticas de apoyo 
que permitan a las personas alcanzar 
un equilibrio entre sus intereses 
laborales, familiares y de aprendizaje 
permanente.27

En esta ambiciosa lista de 
orientaciones generales, algunos 
aspectos merecen destacarse. En 
primer lugar, la importancia atribuida 
por la recomendación a la participación 
y a las iniciativas de los interlocutores 
sociales en la formación. Para 
evaluar la relevancia de este aspecto, 
partimos de la constatación de que 
“la competencia laboral no se aplica 
con una fórmula matemática. Es 
un proceso de construcción social 
en el ámbito laboral y, por tanto, 
requiere convicción y compromiso”.28 
Convicción y compromiso que deben 
estar igualmente distribuidos entre 
todos los sectores involucrados en 
el proceso, básicamente, Estado, 
empleadores y trabajadores. De 
allí la importancia del diálogo 
social y la negociación colectiva 
como instrumentos indispensables 

para garantizar la eficacia social 
de los mecanismos y programas 
a ser definidos. Como afirma, 
entre numerosos autores, Héctor 
Masseilot, 

la negociación colectiva es un instrumento 
vital y condición sine qua non de un 
sistema de competencias laborales. 
En los lugares donde esta posibilidad 
está vedada no se podrá hablar ni de 
construcción social, ni de mecanismos 
de participación sindical ni de nueva 
cultura del trabajo. Las competencias 
deben formar parte de las relaciones 
laborales. Por lo tanto, deben integrar 
los contratos de trabajo y los convenios 
colectivos.29 

Un segundo aspecto, que no está 
desvinculado del primero, se relaciona 
con la valorización de la formación 
en el lugar de trabajo. Así, se destaca 

la importancia de la adopción de 
prácticas laborales calificantes que, 
en un nivel reducido (la empresa), 
pero de forma coherente con lo 
anteriormente expuesto, implican 
también convicción, compromiso 
y participación de empleadores y 
trabajadores.30 En relación a los 
primeros, se los insta también a 
adoptar “buenas prácticas” en materia 
de desarrollo de los recursos humanos. 
En el caso de los segundos, la 
participación consciente e informada, 
los torna co-responsables de su propio 
proceso de formación. 

Un tercer aspecto relevante de 
esas orientaciones generales, es el 
énfasis otorgado al desarrollo de 
estrategias, medidas y programas 
que promuevan la igualdad de 
oportunidades, considerando aquí, 
particularmente, a diversos grupos 
específicos: mujeres, personas con 
necesidades especiales, trabajadores 
con riesgo de perder su empleo, etc. 
Un proceso de formación que pone 
su centro en la valorización de las 
competencias del individuo debe, 
de forma coherente, respetar sus 
diferencias ofreciendo oportunidades 
equivalentes a todos.

A pesar de estos avances vinculados 
al desarrollo de las competencias 
laborales, no se puede dejar de lado 
la constatación de que este enfoque 
continúa resultando polémico. Existe 
una extensa bibliografía que aborda 
el modelo de competencias a partir 
del análisis de aspectos diversos y 
desde puntos de vista diferentes. 
La propia definición de lo que 
significa competencias presenta un 
abanico bien amplio de opciones,31 
“apresentando-se, de fato, como 
uma dessas noções cruzadas, cuja 
opacidade semântica favorece seu uso 
inflacionado em lugares diferentes 
por agentes com interesses diversos”.32 
Los alcances reales de su puesta 
en práctica y sus implicaciones 
representan balances controvertidos 
para muchos autores.33 Sin querer 
reproducir ni, mucho menos, agotar 
ese debate, nos limitaremos a realizar 
algunas observaciones sobre el uso de 
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este concepto en el contenido mismo 
de la recomendación.

A lo largo de la misma queda claro 
que la implantación de un modelo 
de competencias guarda estrecha 
relación con la idea de promoción 
de la “empleabilidad”. Este término es 
uno de los cuatro conceptos defi nidos, 
en tanto objetos referenciales de la 
citada recomendación, en relación 
directa con los de “competencias” y 
“cualifi caciones”. La “empleabilidad” 
remite a “la capacidad de las personas 
para aprovechar las oportunidades 
de educación y de formación que se 
les presenten con miras a encontrar 
y conservar un trabajo decente, 
progresar en la empresa o al cambiar 
de empleo y adaptarse a la evolución 
de la tecnología y de las condiciones 
del mercado de trabajo”.34 En ese 
sentido, su centro es el individuo sobre 
quien recae la responsabilidad por su 
propia formación y la obtención de un 
empleo. La implantación de sistemas 
de formación por competencias 
refuerza ese viés individualizador, al 
proponer un proceso de formación, 
evaluación y certifi cación también 
personalizado. 

La responsabilización individual 
por la elección y aprovechamiento 
“de las oportunidades de formación 
y empleo” se realiza en un contexto 
en el cual las responsabilidades de 
todos los actores quedan redefi nidas. 
Así, se sugiere que

los miembros deberían establecer, 
mantener y mejorar un sistema educativo 
y de formación coordinado, dentro del 
concepto de aprendizaje permanente, 
teniendo en cuenta la responsabilidad 
principal que corresponde al gobierno 
en materia de educación, formación 
previa al empleo y de formación de los 
desempleados, reconociendo la función 
de los interlocutores sociales en lo 
que se refi ere a la formación posterior, 
en particular, el papel fundamental 
que incumbe a los empleadores en la 
facilitación de oportunidades de adquirir 
experiencia laboral.35

Esa nueva distribución de 
responsabilidades destaca el papel 
de los gobiernos en la formación 

básica y en la articulación de 
la formación con las políticas 
compensatorias y de inclusión social; 
de los empleadores en la formación 
de sus propios trabajadores y de cada 
individuo en el aprovechamiento de 
las oportunidades ofrecidas por el 
“mercado de formación”. Sin embargo, 
no podemos dejar de advertir algunos 
riesgos de esta nueva distribución. Así, 
en economías con défi cit de empleo 
(y mucho más, de “empleo decente”) 
la empleabilidad puede instalarse 
como un mecanismo perverso que 
responsabiliza al individuo tanto por 
el éxito de su carrera profesional 
cuanto por el fracaso de su tentativa 
de inserción social. El derecho 
a la formación, cuando no está 
adecuadamente articulado a otras 
políticas de inclusión social y de 
promoción del trabajo decente, corre 
el riesgo de transformarse, así, en un 
escudo contra el efectivo ejercicio del 
derecho al empleo.   

A pesar de las ventajas reconocidas, 
en términos de autonomía, de la 
formación por competencias, al 
permitir que los trabajadores “se 
hagan dueños” de su propio proceso 
de desarrollo, no se puede dejar de 
advertir la importancia del contexto 
sobre los efectos reales de este 
tipo de políticas centradas en el 
individuo. En realidad, la noción de 
competencias plantea una paradoja 
que es, al mismo tiempo, el punto 
nodal de su modelo. Desde la 
perspectiva de las competencias 
laborales, 

a produtividade deixa de ser 
um problema individual, 
passando a depender, 
cada vez mais ,  da 
interface entre postos 
de trabalho, setores 
e depar tamentos . 
No mesmo sentido, 
competência (ou 
qualifi cação) deixa 
de ser “atributo” 
ind iv idua l ,  tor - 
nando-se colectiva. 
A gestão do aleatório 
não é apenas questão 
de arrojo ou iniciativa 

isolada, mas supõe um tratamento e 
utilização de informações coletivamente 
dominadas.36

Pero, al mismo tiempo, la 
formación, evaluación y certifi cación 
de las competencias adopta un viés 
individualizado, poniendo a cada 
trabajador en el foco del proceso.

En ese sentido, el diagnóstico, 
desde una visión sindical, de la 
implantación efectiva del modelo de 
competencias, realizado por Héctor 
Masseilot, aunque extenso, resulta 
signifi cativo y puede ser tomado como 
alerta. Afi rma el autor:

En un contexto socio-económico-
laboral de equidad e inclusión social, 
que evita los efectos excluyentes de 
la desregulación, la certifi cación por 
competencia debe ser una herramienta 
de libre acceso para el reconocimiento 
laboral, la reconversión y el ingreso a 
nuevas ocupaciones (...). En tiempos de 
desempleo estructural, en que existen 
pérdidas de puestos de trabajo, sea por 
introducción de nuevas tecnologías, 
reorganización funcional o caída de la 
actividad productiva, la certifi cación 
por competencias puede llevar a hacer 
“buenos y capaces” a una minoría y 
cooperar en consolidar la exclusión de 

en términos de autonomía, de la 
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a produtividade deixa de ser 
um problema individual, 
passando a depender, 
cada vez mais ,  da 
interface entre postos 
de trabalho, setores 
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de arrojo ou iniciativa 
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“buenos y capaces” a una minoría y 
cooperar en consolidar la exclusión de 
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la mayoría (...). Estos riesgos políticos 
y socio-laborales operan si se asume la 
certifi cación por competencias como un 
tema desacoplado de otros tales como 
las políticas productivas y las políticas 
activas de empleo, cobertura social, 
formación y capacitación, etc.37  

Aunque la forma final que 
la introducción del enfoque de 
competencias laborales va a adoptar 
en cada caso (nacional, regional y 
local) depende de las condiciones 
sociales y de la capacidad de diálogo 
que los interlocutores demuestren, 
vale la pena desarrollar la refl exión 
sobre los problemas y posibilidades 
incorporados por este modelo. En 
todo caso, su estrecha relación con 
otros factores ligados a las condiciones 
de trabajo repone la actualidad de la 
relación entre políticas de formación 
y políticas de empleo.

C. FORMACIÓN PROFESIONAL Y POLÍTICAS 
DE EMPLEO

La articulación entre políticas y 
programas de formación profesional 
y de promoción del empleo, o 
de combate al desempleo, se 
remonta a los primeros instrumentos 

de la OIT sobre formación. En la 
Recomendación 57, de 1939, se 
señalaba como antecedente, por 
ejemplo, el instrumento adoptado 
en 1935 sobre el desempleo de 
menores. Este preconizaba, como una 
de las disposiciones para aliviar ese 
problema, “la generalización de las 
medidas de formación profesional”.38 
Esta fue la razón por la cual la cuestión 
de la formación se incluyó como 
tema a ser abordado en posteriores 
reuniones de la Conferencia, para ser 
tratado en su especifi cidad.  

Desde inicios del siglo XX, es 
posible observar la existencia de 
una convicción bastante difundida, 
sobre todo en América Latina, de que 
la educación técnica y profesional 
(en aquel entonces, principalmente 
enseñanza de artes y  oficios) 
destinada predominantemente a los 
sectores más pobres de la población 
constituía una puerta de entrada para 
la obtención de trabajo asalariado, 
siendo que ambos cumplían una 
función “moralizadora” sobre esos 
grupos sociales. Aún cuando cargasen 
con una valorización negativa, 
formación y trabajo ya eran, desde 
entonces, asociados de forma 
estrecha. 

En la década de 1950, la llamada 
“teoría del capital humano” revalorizó 

esta relación postulando, 
desde una argumentación 

e m i n e n t e m e n t e 
económica, que las 
inversiones en educación 
(o sea, en “capital 

humano”) constituían 
factores decisivos para el 

desenvolvimiento económico. La 
promesa del desarrollo a través de la 

inversión en capital humano, como 
solución para las desigualdades 
entre los países desarrollados 

y sub-desarrollados y para el 
aumento de la movilidad individual, 

tuvo amplia repercusión internacional 
y orientó programas y políticas de 
formación en varios países. 

Sin embargo, en la actualidad, 
numerosos autores coinciden en 
señalar que si bien la falta de formación 

constituye una traba reconocida de 
acceso al empleo, la formación, por sí 
sola, no lo garantiza. Esta constatación 
deriva en la necesidad de una 
articulación entre políticas de formación 
y políticas de empleo que, de forma 
coordinada, proporcionen mayor y 
mejor inserción de los trabajadores en 
el mercado de trabajo. 

La importancia y pertinencia 
de esta complementariedad ya 
había sido percibida por los 
participantes de la 33° Conferencia 
Internacional del Trabajo que adoptó 
la Recomendación 88 (1950). En el 
texto de la misma, se advierte que: “La 
formación profesional de los adultos 
desempleados no se debería utilizar en 
substitución de los sistemas de seguro o 
de asistencia a los desempleados, sino 
como medio para facilitar el reempleo 
de los trabajadores desempleados que 
necesiten formación para lograr un 
empleo adecuado”.39 En este caso, 
programas de formación y lo que hoy 
llamaríamos de políticas pasivas de 
empleo40 resultaban complementarios, 
incluyendo una orientación de 
la formación como mecanismo 
coadyuvante para la obtención y/o 
promoción del mismo.

Una articulación más directa 
entre formación profesional y 
fomento del empleo, a través de 
la implementación de agencias de 
colocación y su coordinación con los 
programas de formación, aparece en 
la Recomendación 117 de 1962. En el 
texto de la misma se sugiere que:

      las personas que concluyan un curso 
de formación profesional deberían ser 
asistidas por las autoridades del país 
competentes en materia de empleo, 
para obtener empleos correspondientes 
a las califi caciones y conocimientos 
adquiridos, garantizándose al propio 
tiempo la libre elección del lugar de 
trabajo.”41

Así, agencias de intermediación 
de mano de obra y programas de 
formación trabajando conjuntamente 
podrían contribuir a una inserción 
social más justa de los trabajadores, 
combatiendo el desempleo. 

“teoría del capital humano” revalorizó 
esta relación postulando, 

desde una argumentación 

factores decisivos para el 
desenvolvimiento económico. La 
promesa del desarrollo a través de la 

inversión en capital humano, como 
solución para las desigualdades 
entre los países desarrollados 

y sub-desarrollados y para el 
aumento de la movilidad individual, 

tuvo amplia repercusión internacional 
y orientó programas y políticas de 
formación en varios países. 

Sin embargo, en la actualidad, 
numerosos autores coinciden en 
señalar que si bien la falta de formación 
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Ya la recomendación 150, de 1975, 
partiendo del presupuesto de que “los 
programas de formación profesional 
deberían estar concebidos de modo 
que favorezcan el pleno empleo y el 
desarrollo de las aptitudes personales 
de cada individuo”,42 orientaban 
a los países miembros de la OIT a 
“adoptar y llevar a la práctica políticas 
y programas completos y coordinados 
en el campo de la orientación y 
formación profesionales, que guarden 
una relación estrecha con el empleo, 
en particular mediante los servicios 
públicos del empleo.”43 En ese caso, 
la inclusión del objetivo explícito 
del pleno empleo nos indica que 
estaríamos frente a una articulación 

con políticas activas de empleo, 
destinadas a estimular la oferta o 
demanda de trabajo.44

Por fi n, la nueva Recomendación 
195 de 2004, “reconociendo que 
la educación, la formación y 
el aprendizaje permanente son 
fundamentales y deberían formar 
parte sustancial y guardar coherencia 
con las políticas y programas 
integrales en los ámbitos económico, 
fiscal, social y de mercado de 
trabajo, que son importantes para un 
crecimiento económico sostenible, la 
creación del empleo y el desarrollo 
social”,45 avanza un paso más en ese 
sentido prescribiendo que:

los miembros deberían defi nir políticas 
de desarrollo de los recursos humanos, 
de educación, de formación y de 
aprendizaje permanente que: 
a) faciliten el aprendizaje permanente 
y la empleabilidad, y formen parte de 
una gama de medidas de orden político 
destinadas a crear empleos decentes y 
a alcanzar un desarrollo económico y 
social sostenible; 
b) atiendan por igual los objetivos 
económicos y sociales, hagan hincapié 
en el desarrollo económico sostenible en 
el contexto de una economía en proceso 
de globalización y de una sociedad 
basada en el saber y la adquisición de 
conocimientos y hagan también hincapié 
en el desarrollo de las competencias, la 
promoción del trabajo decente, la con-
servación del empleo, la inclusión social 
y la reducción de la pobreza;
c) (...);
d) respondan al reto de transformar las 
actividades de la economía informal en 
trabajos decentes plenamente integrados 
en la vida económica...46  

Ya no se trata sólo de articular 
políticas y programas de formación 
con  políticas activas y/o pasivas de 
empleo, sino de integrarlas en políticas 
y programas más amplios orientados, 
como fue dicho, a la promoción 
del trabajo decente y a alcanzar un 
desarrollo nacional e internacional, 
económica y socialmente sostenible. 
Para eso, las políticas de formación 
deberían ser defi nidas de forma 
coherente e integradas a aquellas 
adoptadas en los ámbitos económico, 
fiscal, social y de mercado de 

trabajo, y no como intervenciones 
tópicas o aisladas cuyo impacto es 
anulado por las propias condiciones 
contextuales adversas que cercan su 
implementación y desarrollo. 

Aunque la universalización del 
derecho a la educación y a la 
formación es, de por sí, un objetivo 
deseable, si no está acompañada de 
políticas de estímulo al empleo y a la 
inclusión social, difícilmente resultará 
sostenible por mucho tiempo. Aún 
cuando las personas, en vista de las 
capacidades adquiridas a través de 
la educación y la formación puedan 
“inventar trabajo” o, como propone 
la recomendación “desarrollar y 
poner en práctica sus capacidades 
empresariales con el fi n de crear 
empleo decente para ellas mismas 
y para otras personas”,47 ello sólo 
es posible cuando las condiciones 
políticas, sociales y económicas 
del entorno así lo permiten. En 
ese sentido, la “empleabilidad” es 
una categoría que no sólo debería 
aplicarse a los individuos sino 
también a las condiciones generales 
(económicas, sociales, laborales) que 
hacen posible que “las oportunidades 
a ser aprovechadas”, de hecho, 
existan.

En un plano más específi co, la 
recomendación asigna al Estado 
la responsabilidad principal por 
la atención de los sectores más 
desprotegidos de la población. 
De este modo, el Estado, a 
través de diversos mecanismos, 
entre ellos la educación y la 
formación, debería velar por la 
reducción de su vulnerabilidad 
y su efectiva integración social. 
Para ello, complementariamente, 
la recomendación orienta a los 
miembros a reconocer 
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la responsabilidad fundamental que 
incumbe a los gobiernos en lo que atañe 
a la formación de los desempleados, 
de los que aspiran a incorporarse o a 
reincorporarse al mercado de trabajo 
y de las personas con necesidades 
específi cas, a fi n de desarrollar y mejorar 
su empleabilidad valiéndose, entre otras 
medidas, de incentivos y ayudas para 
que se aseguren un trabajo decente en 
los sectores privado y público.48

Así, la formación de estos grupos 
se torna un elemento clave cuya 
efectividad social depende de una 
articulación adecuada con otras 
políticas de promoción del empleo, 
capaces de generar oportunidades 
reales para la inserción productiva, en 
condiciones dignas, de los sectores 
más vulnerables de la población. 
Esta tarea, cuya responsabilidad 
principal corresponde a los gobiernos, 
requiere, sin embargo, como la 
propia recomendación advierte, del 
compromiso y la colaboración de 
toda la sociedad.

D. FORMACIÓN PROFESIONAL E IGUALDAD 
DE OPORTUNIDADES

El fomento a la igualdad de 
oportunidades entre los benefi ciarios 
de la formación profesional es, en 
general, un principio incorporado 
tempranamente por la OIT a 
sus instrumentos respectivos, en 
tanto constituye uno de los ejes 
vertebradores de la acción de la 
institución. Este principio implica 
no sólo el ejercicio efectivo de la 
igualdad de derechos, sino también, 
en ciertos casos, la necesidad 
de implementar mecanismos y 
programas de promoción que, a través 
de privilegios jurídicos y/o benefi cios 
materiales, permitan equilibrar las 
desigualdades sociales inciales y 
poner a todos los individuos en 
el mismo punto de partida.49 Esas 
acciones deberían complementarse, 
necesariamente, con el combate 
declarado a cualquier forma de 
discriminación.50

El derecho a la formación 
profesional y, complementariamente, a 

la educación51 signifi ca, básicamente, 
la garantía de acceso a oportunidades 
de formación acorde a las expectativas 
de las personas. Ello supone, según 
Barbagelata,52 la obligación por parte 
de los Estados de proveer los medios 
jurídicos y servicios correspondientes, 
para asegurar a todas las personas, 
sin ninguna discriminación, el goce 
del mismo. Así, afi rma el autor, 

para que la igualdad de oportunidades 
sea efectiva, deben arbitrarse medidas 
especiales, de modo de posibilitar, 
de la manera más amplia posible, 
la formación profesional de las 
personas pertenecientes a grupos 
con características particulares o 
que, por diversas circunstancias, 
puede considerarse que se hallan en 
inferioridad de condiciones a este 
respecto.53

La importancia del goce efectivo del 
derecho a la formación deriva, por un 
lado, de su status de derecho humano 
fundamental, consagrado a través de 
diversas normas internacionales.54 
Pero deriva también, por otro lado, del 
hecho de constituirse como condición 
para la realización de otros derechos 
laborales igualmente relevantes como, 
por ejemplo, el derecho al empleo, a 
condiciones de trabajo dignas y/o a 
una remuneración justa. Dentro del 
actual objetivo estratégico de la OIT 
de promoción del trabajo decente, 
la formación asume una importancia 
fundamental a partir de esa doble 
perspectiva. 

Por otra parte, la realización del 
derecho a la formación requiere 
la vigencia de algunos derechos y 
condiciones de trabajo específi cos, 
como, por ejemplo, la disponibilidad 
de tiempo libre para la formación 
o de guarderías infantiles. Esto es 
en particular válido para quien se 
forma paralelamente a su desempeño 
en un empleo. Al respecto, es 
importante destacar la existencia de 
algunos mecanismos institucionales 
consagrados a través de normas 
internacionales del trabajo, como es 
el caso de la Recomendación 148 y el 
Convenio 140, de 1974,55 sobre licencia 

pagada de estudios, acertadamente 
incorporada al preámbulo de la 
Recomendación 195. 

Al mismo tiempo, la formación 
permanente se ha convertido, en la 
actualidad, en un requisito no sólo 
para aumentar las posibilidades de 
ascenso, promoción y carrera, sino 
también de conservación del empleo. 
La exigencia de adaptabilidad, en 
contextos de producción fl exible 
y cambio tecnológico acelerado, 
incide fuertemente sobre la necesidad 
continua de actualización de la 
formación inicial.

Desde el punto de vista histórico, 
el primer grupo identifi cado como 
sujeto a algún tipo de discriminación, 
en el ámbito de la formación, y al que, 
explícitamente, le fuera reconocida la 
igualdad de oportunidades (aún con 
algunas restricciones) fue el de las 
mujeres. Así, ya en la Recomendación 
57 de 1939, se prescribía que “los 
trabajadores de uno u otro sexo 
deberían tener el mismo derecho 
de acceso a todas las instituciones 
de educación técnica y profesional, 
a reserva de que las mujeres no 
tengan que realizar trabajos 
prohibidos por motivos de salud”.56 
Complementariamente, se reconocía 
que “deberían ofrecerse facilidades 
sufi cientes de formación técnica y 
profesional para las profesiones a que 
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se dediquen especialmente las mujeres, 
incluidas las profesiones y actividades 
domésticas”.57 De este modo, aún 
cuando se aceptase como válida la 
existencia de formas de segregación 
sexual de las profesiones (profesiones 
a las que se dedican especialmente las 
mujeres), se reconocía el derecho de 
las personas de ambos sexos a recibir 
una formación que las habilitase 
para el ejercicio de las mismas. 
En ese sentido, la recomendación 
garantizaba, también, la igualdad de 
derechos para la obtención de los 
mismos certifi cados o diplomas al 
terminar los mismos estudios.

Cuando, once años más tarde, 
se adoptó la Recomendación 88 de 
1950, cuyo foco era la formación 
profesional de los adultos, incluidos 
los “inválidos”, los mecanismos 
y programas de promoción de 
la igualdad de oportunidades de 
formación se hicieron más abarcativos. 
A la lucha contra las distinciones de 
género58 se sumó la de la inclusión 
de los portadores de defi ciencias 
o, en el lenguaje de la época, de 
los “inválidos”.59 La previsión de 
mecanismos efectivos para la inclusión 
de este grupo a las actividades de 
formación se correspondía con el 
esfuerzo desarrollado por la OIT 
desde 1933 para la protección a 
los portadores de defi ciencia en 
diferentes aspectos de las relaciones 
de trabajo.60 

La Recomendación 88 (1950) 
establecía que “los principios, medidas 
y métodos de formación profesional 
enunciados (...) se deberían aplicar 
a todos los inválidos, siempre que las 
condiciones médicas y pedagógicas 
lo permitan”.61 Para ello, los Estados 
Miembros deberían disponer de 
medios adecuados y apropiados 
de formación profesional capaces 
de ponerlos en condiciones de 
ejercer una actividad económica 
teniendo en cuenta las perspectivas 
de empleo, coordinándola con una 
colocación selectiva, en la misma 
profesión o en profesión afín a la 
ejercida anteriormente y en igualdad 
de condiciones con los trabajadores 

hábiles. La recomendación preveía, 
aún, la readaptación funcional previa 
y el adiestramiento en el esfuerzo 
de los portadores de defi ciencia, la 
garantía del control médico durante 
la formación, las condiciones para la 
formación conjunta con trabajadores 
aptos, así como las medidas de 
estímulo a los empleadores para 
proporcionar formación profesional 
a los inválidos, comprendiendo 
ayuda técnica, fi nanciera, médica o 
profesional.

Paradójicamente, la Recomen- 
dación 117 de 1962, que vino a 
reemplazar a las dos anteriores dedicó 
escasas dos líneas a la cuestión de 
la discriminación como parte de los 
principios generales enunciados en 
el artículo 2. Así, estableció que “la 
formación debería estar exenta de 
toda forma de discriminación por 
motivo de raza, color, sexo, religión, 
opinión política, ascendencia 
nacional u origen social”,62 librando 
la implementación de este principio 
a las políticas nacionales defi nidas a 
partir del mismo. Llama la atención, en 
este caso, que el cuidado demostrado 
en la elaboración del instrumento 
en lo que respecta a los 
aspectos pedagógicos 
de la formación 
no  se  r e f l e j a r a 
en  or ien tac iones 
especiales para la 
inclusión de grupos que 
pudieran ser objeto, 
reales o potenciales, de 
discriminación.

La preocupación 
por mecanismos que 
garantizasen la efectiva 
igualdad de oportunidades 
d e  f o r m a c i ó n  e s 
reintroducida, con mayor 
fuerza, en la Recomendación 
150 de 1975. Allí se dispone 
que las políticas y programas, 
completos y coordinados, 
que los Miembros eran llamados 
a adoptar, en el campo de la 
orientación y formación profesionales 
“deberían ayudar y alentar 
a todas las personas, en 

pie de igualdad y sin discriminación 
alguna, a desarrollar y utilizar 
sus aptitudes para el trabajo en su 
propio interés y de acuerdo con sus 
aspiraciones, teniendo presentes al 
mismo tiempo las necesidades de la 
sociedad”.63 Para ello, los Miembros 
deberían “...asegurar a todos iguales 
posibilidades de orientación y 
formación profesionales”.64 

Establecidos estos principios 
generales, la recomendación sugiere 
-específi camente para los programas 
de orientación- que se preste particular 
atención “a los minusválidos físicos 
y mentales y a las personas poco 
favorecidas desde el punto de vista 
social y educativo”,65 y dedica todo 
un título (Parte VIII, artículos 54 a 56) 
a las medidas que deberían adoptarse 
a fi n de promover la igualdad de 
oportunidades entre mujeres y 
hombres en el empleo y en l a 
sociedad en general. Según 
la Recomendación 
1 5 0 , 6 6       
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esas medidas en el campo de la 
formación y orientación profesional 
deberían formar parte de un conjunto 
más amplio, destinado a mejorar 
la situación en el empleo de las 
mujeres (y de las jóvenes), a partir 
de la modificación de actitudes 
tradicionales, de la efectiva igualdad 
de oportunidades y de acceso a los 
servicios de formación y orientación, 
de la provisión de una infraestructura 
de apoyo, etc. Se destacan también 
las orientaciones para la creación de 
programas especiales de formación 
que atiendan a casos especiales: 
como el de las mujeres que hayan 
sobrepasado la edad de ingreso 
normal a la vida profesional, o 
aún el de los hombres que sufran 
limitaciones análogas a las descriptas 
para las mujeres.

La recomendación actual (195) 
abreva en los instrumentos anteriores 
en lo que respecta a la cuestión 
de igualdad de oportunidades de 
formación. Parte del enunciado 
sobre la universalidad del derecho 
a la educación y a la formación 
para, posteriormente, establecer 
orientaciones específi cas sobre la 
promoción y el fomento al acceso de 
determinados grupos. Así, dispone la 

Recomendación 195 de 2004 que “los 
Miembros deberían reconocer que 
la educación y la formación son un 
derecho para todos y, en colaboración 
con los interlocutores sociales, 
esforzarse por asegurar el acceso de 
todos al aprendizaje permanente”.67 
Para ello, entre otras medidas, se 
hace necesario, 

(...) g) promover la igualdad de 
oportunidades entre mujeres y hombres 
en materia de educación, formación y 
aprendizaje permanente; 
h) fomentar el acceso a la educación, a la 
formación y al aprendizaje permanente 
de las personas con necesidades 
específicas, según se definan en 
cada país, tales como los jóvenes, las 
personas poco cualifi cadas, las personas 
con discapacidad, los migrantes, los 
trabajadores de edad, las poblaciones 
indígenas, los grupos étnicos minoritarios 
y las personas socialmente excluidas, 
así como de los trabajadores de las 
pequeñas y medianas empresas, de la 
economía informal, del sector rural y los 
trabajadores independientes.68

Como se puede observar, el énfasis 
en las medidas adoptadas contra la 
discriminación de género subsiste. 
Pero pasan a ser incorporados, bajo 
la categoría genérica de “personas 

con necesidades específi cas”, un 
amplio conjunto de grupos que, 
variando de país en país, constituyen 
situaciones especiales que ponen 
(o pueden poner) en desventaja a 
sus integrantes, perjudicando su 
integración no sólo a las actividades 
de educación y/o formación, sino 
también y principalmente, a las 
posibilidades de empleo. 

En relación con el desarrollo de 
las competencias, la recomendación 
establece disposiciones comple- 
mentarias sugiriendo que los 
Miembros deberían 

h) desarrollar estrategias, medidas y 
programas en materia de igualdad de 
oportunidades a fi n de promover y poner 
en práctica actividades de formación 
para las mujeres, grupos específi cos, 
sectores económicos y personas con 
necesidades especiales, con el objetivo 
de reducir las desigualdades; 
i) fomentar para todos los trabajadores 
la igualdad de oportunidades y el 
acceso a la orientación profesional y 
al perfeccionamiento de sus aptitudes 
profesionales, y apoyar la reconversión 
profesional de los trabajadores que corren 
el riesgo de perder su empleo.69

De esta manera, la nueva 
recomendación favorece el desarrollo 
de programas destinados a aumentar 
las posibilidades de acceder a la 
formación para grupos socialmente 
desfavorecidos, actualizando, así, 
el correspondiente derecho a la 
formación como uno de los derechos 
fundamentales incluidos en el objetivo 
estratégico de la promoción del 
trabajo decente. 

***
Para fi nalizar, creemos importante 

enfatizar que las recomendaciones 
elaboradas por las Conferencias 
Internacionales del Trabajo sobre 
formación profesional constituyen 
una condensación de la experiencia 
internacional sobre el tema en cada 
momento histórico específi co. En 
tanto orientaciones de políticas 
revisten, necesariamente, un carácter 
general que, más allá de su no 
obligatoriedad legal, les otorga una 
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amplia fl exibilidad para ser adoptadas 
de acuerdo a las características 
particulares de cada confi guración 
nacional. Ello permite una diversidad 
y una riqueza de experiencias 
nacionales muy amplia, que están 
contenidas como posibilidades en 
el texto de cada recomendación. La 
realización de esas posibilidades, 
la capacidad de innovación sobre 
ellas y la búsqueda concertada de 
nuevas formas para el desarrollo de 
la formación a partir de los desafíos 
impuestos por el entorno, constituyen 
la materia prima de una refl exión 
permanente que debe servir de base 
para una actualización periódica de 
tales instrumentos. Para ello, resultan 
indispensables tanto el fomento a 
la investigación como la difusión, 
entre los países, de las actividades 
de cooperación.
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RESUMEN

Marcela Pronko. Una mira-

da histórica sobre algunos 

temas actuales de la forma-

ción profesional en la Reco-

mendación 195 de OIT. 

Un recorrido por las reco-

mendaciones sobre forma-

ción profesional elaboradas 

por las OIT a lo largo del 

último siglo permite observar 

la multiplicidad de aspectos 

y relaciones involucrados 

en el tratamiento del tema. 

Algunas de ellas adquieren 

relevancia por su actualidad 

y otras por su permanencia 

como elementos vertebrales 

en las sucesivas Conferen-

cias. En este artículo nos pro-

ponemos examinar cuatro 

temas cuya importancia se 
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formación, la introducción 

del enfoque de competencias, 

las relaciones de las políticas 
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la vigencia del principio de 
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